DOCUMENTO PROPUESTA DE LAS CENTRALES SINDICALES CNUS, CASC, CNTD, para ser presentado a los candidatos presidenciales de las elecciones del 2020.

I. Introducción

La República dominicana está ante un proceso electoral donde el partido que asuma el Poder Ejecutivo, se encontrara con tareas pendientes por ejecutar en el ámbito del empleo decente, fiscal, agropecuario, energía, salud y seguridad social, educación, así como con una deuda externa cuyo servicio consume más del 50% % de los ingresos fiscales totales del Gobierno Central y una espiral de endeudamiento que tendrá que ponérsele un tope. También con las ‘’válvulas de escape’’ que tiene el Modelo de Crecimiento Hacia Afuera , que hace que pese al ciclope esfuerzo de inversión realizado en las últimas décadas ha sido insuficiencia para reducir sustancialmente la pobreza, generar trabajo  decente y brindar una base sólida de crecimiento y de  desarrollo.
Se presume que cuando un gobierno o Estado propicia un nuevo modelo de crecimiento económico lo hace en el convencimiento de que el mismo es el más adecuado a la hora de alcanzar la finalidad que persigue el sistema socioeconómico según su naturaleza, esto es, la satisfacción de los derechos fundamentales de la población.  Se abren las puertas para la discusión política, pues, los agentes del sistema asumirán dichas políticas en las medidas que reflejen sus intereses fundamentales.
Para el movimiento sindical,  los trabajadores y trabajadoras, es fundamental garantizar la libertad sindical y negociación colectiva, salarios justos con igualdad de participación laboral, seguridad social universal, educación y formación, salud y seguridad laboral y una adecuación y  atención especial a las transformaciones productivas que se vienen generando en el mundo laboral en cuya  de transición es necesaria la intervención del Estado para que la misma se haga de manera inclusiva y participativa necesaria.
 Estas transformaciones ciertamente dinamizan las economías,  renovan y modernizan  las formas de producir  pero  también generan   exclusión de derechos como lo son en  la tecnología con el trabajo en plataforma, teletrabajo, automatización, robots, trabajo en línea e internet y otros porque los Estado no han elaborado planes de adecuación a estas nuevas modalidades. Igualmente la transformación medioambiental y el trabajo informal a la formalización son cuestiones que el movimiento sindical considera de prioridad.
Nuestro planteamiento se inscribe en el el Objetivo 8 de desarrollo sostenible de las Naciones Unidas  y que el Estado Dominicano ha suscrito que  plantea entre otras cosas: Promover el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el empleo y trabajo decente para todos y todas. En el marco de este objetivo se encuentran  las Metas 8.5. “Para 2030, lograr el empleo pleno y productivo y garantizar un trabajo decente para todos los hombres y mujeres, incluido los jóvenes y las personas con discapacidad, y la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor” y 8.8. “Proteger los derechos laborales y promover un entorno de trabajo seguro y protegido para todos los trabajadores y trabajadoras, incluidos los trabajadores y trabajadoras migrantes y las personas con empleos precarios=. Igualmente el objetivo 5 sobre Igualdad de Género que establece: Poner fin a toda forma de discriminación contra las mujeres y niñas y empoderarlas sobre sus derechos.
Conscientes de esta realidad, las centrales sindicales han decidido presentar a la sociedad  y los partidos políticos una propuesta de políticas públicas, a objeto que puedan ser tomadas en cuenta a la hora de elaborar sus respectivos programas de gobierno. 
La propuesta sindical establece un proceso de crecimiento y desarrollo basado en un Sistema de producción, distribución y cambio que tome en cuenta los sectores productivos y creadores de riquezas por municipio, así como los servicios claves para su desarrollo en los aspectos sociales y técnicos.  Se propone una  relación más equitativa entre Capital-Trabajo, tomando en cuenta el concepto de  Trabajo Decente. 
II. Antecedentes:
El 26 de enero del año 2010, fue proclamada la Constitución Política de la Republica Dominicana, la cual estableció que: La República Dominicana es un Estado Social y Democrático de Derecho, organizado en forma de República unitaria, fundado en el respeto de la dignidad humana, los derechos fundamentales, el trabajo, la soberanía popular y la separación e independencia de los poderes públicos (Art. 7); y que es función esencial del Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el respeto de su dignidad y la obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria, equitativa y progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de justicia social, compatibles con el orden público, el bienestar general y los derechos de todos y todas. ...  El régimen económico se orienta hacia la búsqueda del desarrollo humano. Se fundamenta en el crecimiento económico, la redistribución de la riqueza, la justicia social, la equidad, la cohesión social y territorial y la sostenibilidad ambiental, en un marco de libre competencia, igualdad de oportunidades, responsabilidad social, participación y solidaridad (Art. 217)
III. Contenido de la propuesta del Movimiento Sindical
En ese contexto y tomando en cuenta las prioridades establecidas en el Programa de Trabajo las centrales sindicales aportan su visión de propuesta integral bajo un verdadero enfoque de desarrollo donde se aborde:   

a) Reforzar los aspectos operativos de las instituciones laborales para aplicación efectiva de los derechos fundamentales de los (as) trabajadores (as), de estabilidad del  empleo y los convenios de la OIT, para lo cual las organizaciones de trabajadores (as) han adelantado propuestas tales como: Transformar el modelo de inspección del trabajo en un Sistema de Verificación del Cumplimiento de las Normas Laborales y Sociales en el Lugar de Trabajo con un régimen de consecuencia para los (as) funcionarios (as) que tiene a su cargo el Sistema;  aumentar la eficacia y efectividad de los tribunales laborales, que incluye la sensibilización y capacitación de los jueces sobre los convenios internacionales ratificados por la Republica Dominicana y la obligación de aplicación por parte del país, tomando como base las recomendaciones emanadas de los mecanismos de control de aplicación de las Normas Internacionales del Trabajo y otras instancias jurisdiccionales, así como extender el servicio nacional de defensoría a los aspectos laborales. 
b) La Republica Dominicana ratifico los Convenio de la OIT Num.183 sobre Protección a la Maternidad y Núm. 189 sobre Trabajo Doméstico por tanto debe adecuarse la legislación nacional a los derechos previstos en el primer convenio que incluye una licencia pre y post natal de 14 semanas, evitar las practicas discriminatorias y establecer una mayor protección del empleo y frente a las condiciones de trabajo que no pongan en peligro la salud de la trabajadora embrazada, ni de la criatura y en cuanto al Convenio 189, la legislación en materia laboral y de seguridad social debe adecuarse para garantizar la igualdad de  derechos a este colectivo y el mismo tratamiento al que se le da a los demás trabajadores, así como el diseño de políticas  públicas para elevar la calidad de vida de estas trabajadoras. 
c) Es necesario adecuar la ley y práctica laboral que permita la aplicación la Ley General de Lactancia, para facilitar que las trabajadoras puedan  lactar a sus hijos e hijas.  Para esto se requiere la creación de más y mejores estancias infantiles en los centros de trabajo y el establecimiento de las salas de lactancias en las empresas e instituciones del Estado. 
d) Modificar aspectos procesales del Código Laboral para asegurar la eficacia de la justicia laboral y fortalecer la fase de conciliación como forma de reducir los niveles de conflictividad y desconcentrar para la cual las organizaciones de trabajadores (as) han adelantado propuesta
e) Transformar el modelo de inspección del trabajo en un  Sistema Nacional de Verificación de Cumplimiento de los Derechos Laborales y de Seguridad Social en el Lugar de Trabajo, fortaleciendo las capacidades de los/as inspectores en temas claves como los derechos fundamentales, libertad sindical y negociación colectiva, no discriminación e igualdad de oportunidades y de trato,  salud y seguridad en el trabajo y seguridad social y otros temas relevantes.
f) Aplicar efectivamente el Plan de Trabajo Decente, en lo concerniente  a la prioridad relacionada con la obligación del Estado de garantizar el respeto pleno a los derechos humanos  laborales.
g) Fortalecer la Comisión de Resolución de conflicto del Ministerio de Trabajo,  para el seguimiento de las recomendaciones emanadas de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones y de otros mecanismos de control de aplicación de las Normas Internacionales del Trabajo como el Comité de Libertad Sindical y la Comisión de Normas de la OIT e informe sobre el grado de cumplimiento de los convenios de la OIT ratificados por el Estado dominicano, en especial, respecto a libertad sindical, equidad de género, salarios mínimos, igualdad de remuneración por trabajo de igual valor, jornada, seguridad industrial, entre otros.  
h) Diseñar y validar controles para evitar que la subcontratación sea un instrumento de precarización de las condiciones de trabajo, tomando como referencia la Recomendación de la OIT sobre la Relación de Trabajo, Núm. 198
i) Establecer la negociación colectiva como parte de los instrumentos de política pública de redistribución del ingreso para reducir y eliminar la pobreza. El país, por la ratificación del Convenio Núm. 98 tiene la obligación de estimular y fomentar el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación entre empleadores y sindicatos de trabajadores con el objeto de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo. En ese sentido se requiere de una legislación que favorezca la negociación colectiva, no que la obstaculice como suele ocurrir.
j)  Garantizar que el proceso de regularización de migrantes y los acuerdos que se suscriban para la movilidad de trabajadores extranjeros al territorio nacional, se aplique de manera que se respeten los derechos humanos, con perspectiva de género y de acuerdo a las normativas nacionales e internacionales. Se deben suscribir los acuerdos bi nacionales que faciliten el proceso, que incluya el tema laboral y seguridad social y la garantía del disfrute de los derechos adquiridos en  ambos contexto. Las autoridades dominicanas deben analizar con las autoridades del país de procedencia,  fórmulas viables y efectivas para garantizar los derechos que se adquieran en el marco del Sistema de Pensiones, de manera que el/la trabajador/a disfrute el derecho para el cual ha cotizado.  
k) Fortalecer los mecanismos de diálogo y concertación social en lo relativo a la efectividad del cumplimiento de los acuerdos concertados y  de la ley (1. Consejo Consultivo del Trabajo, y 2. Comisión Nacional de Empleo,  3. Comisión de igualdad de oportunidades,  4. Comisión de Resolución de Conflictos)  y  Otros,  priorizando y  dando seguimiento a aquellos temas que contribuyan a la realización del desarrollo sostenible, a la inclusión social y al trabajo decente. 
l) Operativizar la aplicación del Convenio 187 sobre el Marco Promocional de Salud y Seguridad en el Trabajo, requiriendo a las empresas la creación del Comité bi partito de Salud Seguridad en el Trabajo y facilitar el costo de los Programas de Prevención de Riesgos en los lugares de trabajo.   

m)  El gobierno debe promover ante el congreso la ratificación de los convenios de la OIT números: 151 sobre Relaciones Laborales en la Administración Publica, 155 sobre Salud y Seguridad en el Trabajo, 156 sobre Trabajo con Responsabilidades Familiares, 190 contra la violencia y el acoso en el mundo del trabajo,  94  y 143 sobre trabajadores migrantes y 176 sobre salud y seguridad en las minas. 
1. Políticas salariales, de redistribución del ingreso y contra la precarización laboral. 
a) Tomando como base las disposiciones del Art. 217 de la Constitución de la Republica citado, el tema salarial adquiere una importancia de primer orden, pues el mismo constituye la principal vía de redistribución de las riquezas. 

b) Modificar las funciones y rol actual del Comité Nacional de Salarios, para que esta instancia tenga poder legal de regular salarios de los (as) trabajadores (as) en estado de indefensión y sin capacidad de negociación salarial, y no limitado al salario mínimo. Las centrales sindicales ya han adelantado una propuesta de reforma legal en el Congreso vía la Cámara de Senadores (as), con miras al establecimiento de un Sistema Nacional de Salarios que permita superar las debilidades y deficiencias de la política salarial.
c) Existen áreas de la economía donde los trabajadores y trabajadoras resultan más afectados por los bajos salarios impuestos, como lo son el sector azucarero,  el sector turístico, hoteles y restaurantes, y las zonas francas que se benefician de grandes incentivos fiscales y a cambio no se  generar trabajo decente por que se requiere tomar las medidas correspondientes para corregir esta distorsión social.
d) Como parte de las normas generales, establecer el cumplimiento de los salarios mínimos legales y normas de seguridad ocupacional a las empresas que ofertan servicios y bienes al Estado. Garantizando que las instituciones correspondientes fiscalicen el cumplimiento de las normas establecidas. 
e) Debido a la alta desigualdad social generada en la sociedad dominicana se debe implantar y sostener en el tiempo una estrategia de redistribución de la renta a favor del trabajo mediante políticas de pleno empleo y protección universal de los/las desocupados/as, de salario  mínimo y crecimiento salarial ajustado por el costo de vida
f) Se hace necesario implementar una ley de costo y precios razonables para una canasta de bienes y servicios básicos en lo relativo a regular márgenes de ganancias razonables y costos transparentes, iniciando su aplicación en las empresas beneficiarias de leyes de incentivos. Esto contribuye a evitar la conducta especulativa y precios de-predatorios que exhiben los mercados. 
g) Establecer la obligatoriedad de que la Dirección General de Aduana publique el precio unitario de los productos importados según declaración del contribuyente, así como los impuestos cargados al producto, a los fines de transparentar los precios en el mercado, y verificar si los mismos son razonables al llegar al consumidor.
h) Crear un mecanismo que transparente la entrega del 10% de las utilidades de la empresa a los (as) trabajadores (as) como establece el Código Laboral, ampliar su aplicación a las empresas de zonas francas pues esto no resta competitividad, ya  que se trata de distribuir sobre los beneficios y evitar su apropiación por entes o empresas; y esto sea extensivo respecto a la ley del 10%  de propinas a los (as) trabajadores (as) de bares, restaurantes y hoteles; que la Dirección General de Impuestos Internos y el Ministerio de Trabajo fiscalicen el cumplimiento de este derecho.
i) Es importante que el país ratifique el Convenio Núm. 173 de la OIT sobre la Protección de los Créditos Laborales en caso de insolvencia del empleador, y articularla al proyecto de reestructuración comercial de empresas a este convenio (ley de quiebra y reestructuración, que garantice que los créditos laborales, sean real y efectivamente créditos preferenciales). 
a) Mejorar la sostenibilidad y ampliación del sistema de producción en ambiente controlado (Invernadero).
b) Desarrollar la red Nacional de Centros de Acopio o Almacenamiento y Cadena Frigorífica, a los efectos de disponer de reservas estratégicas de alimentos, mejorar la comercialización para consumidores y MICROPYMES agrícolas. Para tales fines, se debe readecuar las funciones y recursos del Instituto Nacional de Estabilización de Precios (INESPRE), el cual dispone de infraestructuras, personal y recursos para iniciar su   instalación.
c) Mejorar la funcionalidad de la gestión local del desarrollo para que los actores y agentes interactúen a favor de un desarrollo local.  
d) Disponer que los incentivos tributarios, financieros y de cualquier índole establecidos en las leyes nacionales a favor de determinadas empresas deban  estar sujetos a resultados sustanciales en materia de desarrollo tecnológico, empleo o trabajo decente, competitividad, Normas laborales y Convenios de la OIT. 
e) Disponer de una estructura de propiedad de tierra que permita que los predios agrícolas con tamaños inadecuados tengan la dimensión apropiada para una mejor rentabilidad y competitividad (sean porque son muy grandes o muy pequeños). Imponer un impuesto a tierra productiva ociosa o puesta en actividades no productivas para evitar la expansión urbana basada en la captación de tierra productiva. Es decir, que estimule el uso racional y la desconcentración de la tierra productiva.
f) Se propone establecer un núcleo de infraestructuras claves para facilitar el  crecimiento, desarrollo y competitividad del bloque de sectores o actividades productivas, con los recursos internos y externos apropiados.
g) Establecer el sistema de formación técnica profesional que si bien priorice las  competencias laborales exigidas por los sectores o actividades que integran el bloque productivo, incluya otros aspectos fundamentales de la educación para la vida, con derechos humanos, entre ellos los derechos laborales, fomento de una cultura de paz y de protección del medio ambiente.
h) Reconvertir los proyectos de reforma agraria en una especie de Clúster de Reforma Agraria  de Desarrollo Productivo sujeto a paquetes de servicios integrados y de actuación mancomunada de las instituciones competentes del Estado (tecnología, educación y formación, financiamiento, dotación de infraestructuras). 
i) Fomentar y fortalecer las actividades productivas en las comunidades, con  participación de jóvenes y mujeres y articular las mismas con las actividades del área turística y las que desarrolla el Estado en sus múltiples facetas.  

j) Elaborar el reglamento de incentivos medioambientales establecidos en la ley de medio ambiente y recursos naturales para estimular prácticas y empresas medioambientales. Todos los incentivos deben estar sujetos a grado de resultados tangibles y comprobables. 
k) Adecuar la ley 8-90, modificada por la ley 56-07 de mayo 2007, que fomenta el establecimiento de zonas francas, para que al tiempo de que se  fortalezcan los aspectos relacionados con la creación de trabajo decente y el respecto de los derechos fundamentales, así como una composición tripartita del órgano directivo, el Consejo Nacional de Zonas Francas, para que en el mismo estén representados los/as trabajadores/as, no como sucede en la actualidad donde solo interactúan el gobierno y los empleadores, la nueva legislación responda a los requerimientos de los acuerdos signados en el marco de la OMC. Las centrales sindicales estamos de acuerdo con la creación de empleos, pero que respondan a los parámetros del trabajo decente y de que todos aportemos en el establecimiento de una sociedad más justa y equitativa de acuerdo a las riquezas generadas e ingresos percibidos.
l) Establecer el Fondo de Servicios Ambientales para el desarrollo de PYMEs de Servicios Ambientales de base comunitaria y en el cumplimiento de las normas laborales, los convenios de la OIT y de la seguridad social, y su desarrollo tecnológico.
m)  Fortalecimiento de la política de formación técnico profesional para los jóvenes y las mujeres, con vistas a su mejor inserción en el mercado de trabajo, a partir de las necesidades que demanden los sectores y bloques económicos generadores de empleos (Ejemplo: Agroindustria, la cual no solo garantiza empleo, sino seguridad y soberanía alimentaria), y en consonancia con el convenio 142 de la OIT.
w) Impulsar la  economía solidaria, equitativa y respetuosa del medio ambiente, que genere oportunidades para las mayorías, y no basada en la concentración de beneficios y privilegios en minorias. Esta nueva economía debe poder conciliar los objetivos de la rentabilidad con los de la equidad, y potenciar el acceso a recursos de las comunidades productivas.
x) Establecer el Fondo Nacional de aplicación de la ciencia y la tecnología en los sectores productivos y sociales, e impulsar nuevas iniciativas de investigación y desarrollo, que permita establecer alianzas sociales entre las universidades y centro de investigación, con los sectores y comunidades productivas, para ampliar las capacidades tecnológicas y sociales que coadyuven a aumentar las fuentes y nichos de empleo insertable en la economía formal, dando valor agregado a la producción nacional y propiciando la cohesión social.
2. Política fiscales 

Los objetivos de la política fiscal actual continúan dirigidos hacia la optimización del gasto corriente, por medio de la dirección y administración de las finanzas públicas de manera más eficiente y transparente, garantizando la sostenibilidad fiscal y un manejo macroeconómico responsable. Los objetivos incluyen elevar progresiva y sostenidamente el rendimiento de los ingresos y la calidad en la asignación al gasto y a la inversión pública. Más allá de dichas definiciones generales, sería importante contar con estimaciones más precisas sobre aspectos cuantitativos de la relación entre las  variables fiscales claves (gasto, recaudación, deuda), la tasa de crecimiento del PIB y la elasticidad del empleo en  relación a dichas variables. 

Las organizaciones de trabajadores y sociales, adjunto al Gobierno y el Sector Empresarial, pactaron los principios que debe guiar el proceso de reforma fiscal, y nos acogemos a los acordados, a saber:

Principios:
El Pacto Fiscal establecido en la Estrategia Nacional de Desarrollo 2030, deberá tener como base los siguientes principios orientadores: 

· Integralidad

· Gestión fiscal orientada al Desarrollo Humano y Productivo Sostenible

· Racionalidad y Calidad de la Gestión del Gasto Público 

· Corresponsabilidad Fiscal  

· Equidad
· Eficiencia

· Sostenibilidad Fiscal
· Competitividad - Crecimiento y Desarrollo Económico Sostenible. (Ver estrategia Nacional de Desarrollo)
3. Políticas de promoción y extensión de los sistemas de seguridad y protección social

La economía dominicana ha dado evidencia que es una economía que crece, y que después de varias crisis vuelve a crecer dinámicamente. Pero se genera una trayectoria divergente respecto a  la distribución del ingreso y esto se refleja en que el coeficiente de Gini no baja de 0.50. Esta situación hace que la tasa de pobreza sea también inflexible a la baja a partir de ciertos niveles. Después de seis años de alto  crecimiento económico (2004-2009), la tasa de pobreza se mantuvo moviéndose  entre 47% y 56% en el mismo periodo. Para revertir esta situación proponemos las siguientes
Líneas de acción:
a) Establecer un sistema que articule mecanismos de protección social para trabajadores y grupos sociales vulnerables y mecanismos de desarrollo de capacidades para superar la pobreza, y su inserción en la economía en mejores condiciones y con más oportunidades. Esto requiere articular este sistema a los programas del Estado y del sector privado.
b) Ampliación de la Cobertura de la Seguridad Social para cumplir lo establecido en la ley 87-01, la cual debe adecuarse conforme a lo establecido en el Convenio Núm. 102 de la OIT sobre Seguridad Social, el  cual ya fue ratificado por la Republica Dominicana, que promueve la implementación plena de la seguridad social universal y solidaridaria como instrumento cardinal de reducción de la pobreza.
c) Política de protección a la niñez a través de las Estancias Infantiles (Ley 87-01, INAIPI).
d) Aplicación del otorgamiento de la Pensiones solidarias, tal y como lo establece la Ley 87-01.
e) Programa social para los envejecientes (Ampliación y mejoramiento del Plan especial de atención a la salud a los pensionados conjuntamente con sus familiares dependientes).
f) Ampliación y Fortalecimiento de las Políticas Públicas de Protección Social, bajo la responsabilidad del Estado Dominicano (Piso mínimos  de protección social):

· Subsidio focalizado en apoyo a las madres solteras con hijos en edad escolar.

· Acceso a los programas de salud que tienen impacto con la tasa de mortalidad infantil y materna.

· Fortalecer y ampliar los programas sociales focalizados (subsidio de alimentación básica, Bono Luz y Bono Gas).

· Establecer política de evaluación de impacto y veedurías social de los programas sociales.

· Imponer que los gastos en asistencia social a determinados colectivos sociales sean para desarrollar sus capacidades para que los mismos aprovechen las oportunidades del desarrollo nacional. Consideramos que estos mecanismos deben ser temporales, transparente, y decreciente, en la medida que se vaya alcanzando el desarrollo de sus capacidades. Esto evitaría que dichos colectivos permanezcan en forma perpetua en los diversos programas de asistencia social. 

4. Políticas de Salud
Tomando en cuenta que la salud es un derecho humano fundamental y que la Constitución de la Republica dispone Toda persona tiene derecho a la salud integral. En consecuencia: 1) El Estado debe velar por la protección de la salud de todas las personas, el acceso al agua potable, el mejoramiento de la alimentación, de los servicios sanitarios, las condiciones higiénicas, el saneamiento ambiental, así como procurar los medios para la prevención y tratamiento de todas las enfermedades, asegurando el acceso a medicamentos de calidad y dando asistencia médica y hospitalaria gratuita a quienes la requieran; las centrales sindicales demandamos lo que ha sido un reclamo de las organizaciones sindicales del sector salud y otros sindicatos y organizaciones de la sociedad civil, que es la especialización del 5% del Producto Interno Bruto para la Salud, pues es el aumento del presupuesto para este sector que permitirá cumplir con la disposición de la Constitución.

5. Sistema de energía 
a) Reforma el sistema eléctrico dominicano, donde el Estado conserve su atribución de mpresarioe en empresa eficiente de producción, transmisión y distribución de energía.

b) Establecer el Modelo de Empresa Eficiente para regular el mercado de electricidad

c) Solo permitir nuevos inversionistas en el servicio de energía siempre y cuando las inversiones sea para mejorar la eficiencia  técnica y ecológicamente.

d) Establecer como normas que las empresas existentes deben desarrollar un plan de eficiencia.
e) Establecer la Comisión de Verificación y Mejora de Implementación del Pacto Eléctrico, donde las recomendaciones y propuestas emanadas de esta Comisión tengan carácter de cumplimiento. 

6. Sistema de Transporte
a) Consensuar la ley de transporte y tránsito, con el enfoque de descentralización de la regulación en los ayuntamientos que dispongan de la capacidad.
b) Organizar la participación de los gremios de transporte en el funcionamiento del servicio.

c) Apoyar el esquema actuar de PYMES de transporte por la alta cobertura lograda, e implementar un Plan de eficiencia de prestación del servicio.

d) Establecer metodología de costos y tarifas para la regulación.

e) Establecer el fondo de conversión de energía para los vehículos de cargas por carretera.

f) Establecer el programa des-charratizacion para actualizar la flota de vehículo de cargas por carretera para reducir la antigüedad de 15 a 5 anos.
g) Mantener el nivel de oferta de vehículos de cargas y de pasajeros (as) para asegurar que la misma este acorde con la demanda.

7. Sistema educativo

a) apoyamos el carácter no lucrativo de la educación y su acceso
b) Introducir en la ley de educación, normas que clarifiquen las tarifas a cobrar por parte de los establecimientos educativos privados, establecer incentivos para elevar la calidad. 
c) Establecer un esquema de salarios docentes que incentive la dedicación, mejore la innovación psicopedagógica en el aula y la calidad
d) Aplicar efectivamente las normas de transparencia y rendición de cuentas a las erogaciones a las escuelas desde el Ministerio de Educación. 

e) Aplicar efectivamente las normas educativas, y no seguir postergando su aplicación  y/o creando mas leyes que lo que hacen es saturar el marco jurídico educativo, mientras las existentes no se aplican o se aplican parcialmente.

f) Crear una Comisión de Verificación de aplicación del Pacto educativo, a los fines de asegurar su aplicación y mejora en el proceso de implementación.

8. Políticas de ajustes y reformas estructurales
Las políticas de ajustes y reformas estructurales implementadas con la asistencia del FMI, Banco Mundial y BID, y otros organismos bilaterales, han sido efectivas en reducir el déficit fiscal y abrir más la economía, pero el costo social ha sido alto, porque las principales variables utilizadas para ajustar la economía han sido a costa de: 

a) Reducción del gasto social

b) Aumento de los impuestos indirectos

c) No aseguramiento del uso eficiente y equitativo del gasto público

d) No aseguramiento del mantenimiento a las infraestructuras 

e) No integración del aporte de una política de empleo decente antes, durante y después del proceso de ajuste.

f) No prevenir las prácticas de concentración de las oportunidades, como es el caso de la concentración del 40% del financiamiento en el 2% de demandantes de crédito. 

g) Control salarial. 

h) Desarrollo centrado en lo urbano e infraestructura

i) Vulnerabilidad por centrar el crecimiento el mercado externo y el endeudamiento externo privado y estatal, en pocos productos exportables y de bajo desarrollo tecno-científico, y en pocos mercados (Estados Unidos). 

Líneas de acción:

a) Adoptar un enfoque de desarrollo humano con equilibrio de mercado interno y externo, el desarrollo de las fuerzas productivas y una distribución equilibrada de las inversiones, los recursos y la población.

b) Redefinir el enfoque de ajuste y reforma estructural de la economía, que entre otros elementos, tome en cuenta la integración del empleo decente en todo proceso de ajuste y reforma estructural

c) Estructurar nuevos esquemas que permitan en forma efectiva y eficiente acceso a los recursos claves para satisfacer necesidades y demandas sociales, así como del proceso de modernización y reconversión del sector productivo.

9. Sistema de promoción de la iniciativa económico a diversas escalas productivas
a) Perfeccionar la aplicación del régimen tributario a PYMES 
b) Diferir el pago de los impuestos de constitución de empresa para cuando haya  alcanzado un umbral adecuado de ingresos.
c) Establecer el Fondo de Fomento de la Iniciativa Económica fusionado diversos programas del Estado, y focalizando en proyectos de empresas sostenible en el mercado al largo plazo.
d) Elaborar una carpeta de estudio de factibilidad de negocios productivos por municipios, y direccionar el sistema de fomento a las empresas que puedan crearse.
e) Establecer el Fondo de apoyo a la inversión privada dominicana en  Haití a los fines de crear una cultura de inversión privada y buenas relaciones

10. Sistema de regulación de la economía 

a) Aplicar la ley de competencia en aquellos segmentos del mercado con concentración según los estudios de la Dirección General de Impuestos Internos

b) Establecer leyes de habilitación para prestar servicios en aquellos segmentos de mercado saturados de oferentes y evitar la crisis de mercado.

c) establecer el modelo de empresa eficiente para regular diversos segmentos del mercado, a los fines de crear eficiencia y efectividad.

d) Establecer la regular de márgenes de ganancia en aquellos segmentos del mercado donde las empresas con posición dominantes pueden imponerles condiciones desfavorables a PYMES con las cuales tienen relaciones formales e informales y a los consumidores
e) reforzar el papel de la entidad de protección de los consumidores mediante acciones legales

11. Democracia participativa en las políticas públicas. 
Proponemos a los partidos y candidatos concertar una estrategia de promoción de empleos decentes, basada en:

a) Aplicar efectivamente las normas sobre Consejos de desarrollo local: provincial y municipal, que se mantiene durmiendo las instituciones estatales responsables de aplicarlos.

b) Aplicar efectivamente las leyes que establece la participación social en la gestión pública: de Salud, de Juventud, de Trabajo y Empleo, entre otras.

c) Basar la intervención del Estado dominicano en Planes de Desarrollo provincial o Municipal, y reestructurar el presupuesto de ingresos y ley de gastos públicos para que se ajuste a este enfoque. 

d) En adición, definir el Plan de Inversión Pública basado en el Plan de Desarrollo Provincia o Municipal.  

e) Aplicar la ley de inversión publica

